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¿Quién limita al poder?

Más de tres siglos han transcurrido desde que 
John Locke cuestionó una idea que durante 
mucho tiempo había parecido incuestiona-
ble: que algunas personas estaban destinadas 
a gobernar y que su autoridad podía encon-
trar fundamento en una voluntad superior a 
la de los ciudadanos. Su pensamiento contri-
buyó a modificar profundamente la manera 
de comprender el poder político al sostener 
que ningún gobernante es propietario del po-
der que ejerce y que ninguna autoridad pue-
de considerarse ilimitada.

Esta afirmación puede parecer evidente en 
las democracias contemporáneas. Hoy re-
sulta difícil defender abiertamente que un 
gobernante ostenta el poder por derecho 
divino o que su autoridad debe estar exenta 
de controles. Sin embargo, basta observar las 
discusiones actuales sobre concentración del 

poder, independencia judicial, separación de 
poderes, respeto por la Constitución, dere-
chos fundamentales o límites a las decisiones 
gubernamentales para advertir que la pregun-
ta planteada por Locke conserva una extraor-
dinaria actualidad.

Nuestra posición es que el principal legado 
de Dos ensayos sobre el gobierno civil no 
consiste únicamente en haber contribuido al 
nacimiento del liberalismo político moderno. 
Su verdadera vigencia se encuentra en una 
advertencia que las democracias no deberían 
olvidar: recibir legítimamente el poder no 
significa recibir autorización para ejercerlo 
sin límites.

En consecuencia, volver a Locke no debería 
constituir simplemente un ejercicio de re-
construcción histórica. Su pensamiento ofre-
ce una oportunidad para preguntarnos por el 
significado contemporáneo del poder, por 
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las instituciones encargadas de controlarlo y, 
especialmente, por la posición que ocupa el 
ciudadano frente a quienes gobiernan.

El poder no se hereda: se legitima

Las ideas de Locke deben entenderse en el 
contexto de la Inglaterra del siglo XVII, un 
periodo caracterizado por profundas disputas 
religiosas, políticas e institucionales. Las ten-
siones entre la monarquía y el Parlamento, la 
Guerra Civil inglesa, la restauración monár-
quica y posteriormente la Revolución Glorio-
sa de 1688 formaron parte del escenario en 
el que se desarrolló su pensamiento político 
(Hill, 1986; Trevelyan, 2003).

En aquel contexto, la discusión sobre el ori-
gen del poder no era meramente filosófica. 
Determinar de dónde provenía la autoridad 
significaba establecer quién tenía derecho a 
gobernar y, quizás más importante aún, de-
terminar si ese poder podía ser limitado.

Uno de los principales blancos de la críti-
ca de Locke fue Robert Filmer, defensor de 
una concepción patriarcal y hereditaria de la 
autoridad. Según esta perspectiva, el poder 
de los monarcas encontraba su antecedente 
en la autoridad concedida por Dios a Adán 
y posteriormente transmitida mediante una 
línea sucesoria. Locke rechazó esta explica-
ción y cuestionó tanto su fundamento bíblico 
como la imposibilidad de demostrar seme-
jante sucesión política (Filmer, 2000; Locke, 
2005).

Esta discusión podría parecernos demasiado 
distante. Las democracias actuales no justifi-
can formalmente a sus gobernantes mediante 
descendencias bíblicas. Sin embargo, el ra-
zonamiento de Locke permite formular una 
cuestión que permanece vigente: ¿el hecho 
de ocupar legítimamente una posición de 
poder convierte a quien la ejerce en propie-
tario de ese poder?

La respuesta necesariamente debe ser negativa.

En una democracia, ganar unas elecciones, 
ser designado para ejercer una función pú-
blica o recibir determinadas competencias 
constitucionales no transforma al gobernante 
en dueño del Estado. La autoridad es transi-
toria, reglada y sometida a controles. Quien 
gobierna administra temporalmente una res-
ponsabilidad que pertenece al orden institu-
cional y cuya legitimidad proviene, directa o 
indirectamente, de los ciudadanos.

Esta distinción resulta fundamental porque 
permite separar dos conceptos que en ocasio-
nes parecen confundirse: tener poder y tener 
derecho a ejercerlo sin restricciones.

Aquí encontramos uno de los aportes más 
actuales de Locke. Su crítica no se limita 
al absolutismo monárquico. Nos recuerda 
que cualquier forma de poder político que 
pretenda independizarse de los límites ju-
rídicos corre el riesgo de transformarse en 
arbitrariedad.
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Del derecho divino al consentimiento 
ciudadano

La ruptura planteada por Locke se hace más 
evidente en el segundo ensayo, cuando trasla-
da el fundamento de la autoridad política desde 
una supuesta legitimidad divina hacia el con-
sentimiento de quienes integran la sociedad.

Para Locke (2005), antes de la existencia del 
Estado los individuos poseen derechos que 
no dependen de una concesión gubernamen-
tal. Vida, libertad y propiedad forman parte 
de ese ámbito previo que el poder político 
debe respetar.

Lo verdaderamente innovador de este razo-
namiento no radica solamente en identificar 
determinados derechos naturales. Su impor-
tancia está en invertir la relación tradicional 
entre gobernante y gobernado. Desde esa 
perspectiva, las personas no existen para ser-
vir al Estado; por el contrario, una de las prin-
cipales razones que justifican la existencia 
del Estado es la protección de las personas y 
de sus derechos.

Esta idea resulta relevante en las sociedades 
contemporáneas. Durante siglos, el indivi-
duo podía ser entendido fundamentalmente 
como súbdito. Después del desarrollo del 
constitucionalismo, su posición cambia pro-
gresivamente: pasa a ser ciudadano y, pos-
teriormente, titular de derechos oponibles 
incluso frente al propio Estado.

El poder deja entonces de ser un fin en sí mis-
mo para convertirse en un instrumento some-
tido a una finalidad. Por ello, la legitimidad 
de un gobierno no debería evaluarse exclusi-
vamente por la forma como accedió al poder. 
También debe analizarse la manera en que lo 
ejerce. Un gobierno democráticamente elegi-
do puede adoptar decisiones contrarias a los 
principios constitucionales. Una mayoría po-
lítica puede desconocer derechos de grupos 
minoritarios. Una autoridad legítimamente 
constituida puede exceder las competencias 
que le fueron atribuidas.

Allí aparece una de las grandes tensiones 
del constitucionalismo moderno: la voluntad 
de las mayorías es fundamental para la de-
mocracia, pero no puede convertirse en una 
autorización para desconocer los derechos o 
desmontar los controles establecidos por el 
orden constitucional.

Mercado García (2010), precisamente desde 
las páginas de Saber, Ciencia y Libertad, ana-
liza la relación entre democracia y constitu-
cionalismo como una tensión entre la parti-
cipación popular en las decisiones públicas 
y los controles establecidos al ejercicio del 
poder, señalando que ambos conceptos pue-
den resultar conciliables dentro del ejercicio 
político contemporáneo. 

Esta discusión permite comprender mejor a 
Locke desde nuestro tiempo. La soberanía 
popular es esencial, pero incluso la sobera-
nía necesita instituciones que impidan que el 
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ejercicio del poder termine destruyendo las 
condiciones que hacen posible la propia de-
mocracia.

La libertad también depende de los límites 
al poder

Una de las ideas más significativas del pen-
samiento lockeano es que los individuos no 
ingresan a la sociedad civil para renunciar 
completamente a sus derechos. La organiza-
ción política surge precisamente porque la 
protección individual de esos derechos en el 
estado de naturaleza resulta insuficiente.

Sin una autoridad común, cada persona po-
dría terminar convirtiéndose en juez de sus 
propios conflictos. La existencia del Estado 
responde entonces a la necesidad de contar 
con reglas conocidas y autoridades capaces 
de aplicarlas de manera imparcial (Locke, 
2005).

Sin embargo, esta delegación no es absoluta.
El ciudadano entrega determinadas faculta-
des al poder político para que este proteja 
sus derechos, no para que pueda disponer 
libremente de ellos.

Esta afirmación parece especialmente impor-
tante cuando analizamos la relación entre li-
bertad y autoridad. Con frecuencia se plantea 
que limitar a los gobernantes dificulta la ac-
ción del Estado. No obstante, desde una pers-
pectiva constitucional, ocurre precisamente 
lo contrario: los límites institucionales son 

los que permiten diferenciar el poder legíti-
mo del poder arbitrario.

La separación de poderes, la independen-
cia de los jueces, el control constitucional, 
el principio de legalidad y la protección de 
los derechos fundamentales no deben inter-
pretarse como obstáculos innecesarios para 
gobernar. Constituyen garantías construidas 
precisamente porque la experiencia histórica 
demuestra que la concentración del poder 
puede poner en riesgo las libertades que el 
Estado debería proteger.

Esta preocupación continúa presente en las 
discusiones jurídicas contemporáneas. Cam-
pos-da-Silva y Leiva-Ramírez (2025), en Sa-
ber, Ciencia y Libertad, analizan los desafíos 
que enfrentan la Constitución y la separación 
de poderes ante procesos contemporáneos 
de erosión institucional y advierten sobre la 
necesidad de preservar las garantías propias 
del Estado democrático de derecho. 

Más de tres siglos separan esas discusiones 
del pensamiento de Locke, pero existe entre 
ellas una preocupación común: cómo impe-
dir que el poder termine debilitando las re-
glas que deberían limitarlo.

¿Quién controla a quien gobierna?

Quizás esta sea una de las preguntas más im-
portantes que podemos formular a partir de 
Locke.
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En el siglo XVII, la preocupación era impedir 
que la voluntad del monarca pudiera con-
vertirse en ley simplemente porque provenía 
del rey. En las democracias constitucionales 
contemporáneas el problema adquiere otras 
formas, pero no desaparece.

Hoy existen constituciones, tribunales, órga-
nos de control, parlamentos, procedimientos 
judiciales y diferentes mecanismos desti-
nados a limitar el ejercicio de la autoridad. 
Sin embargo, disponer formalmente de estas 
instituciones no garantiza por sí mismo que 
los controles funcionen adecuadamente. Un 
sistema constitucional requiere que exista in-
dependencia entre quienes ejercen el poder 
y quienes tienen la responsabilidad de con-
trolarlo.

Desde esta perspectiva, la función de los 
jueces adquiere especial importancia. La in-
dependencia judicial no constituye un privi-
legio de quienes administran justicia. Es una 
garantía para el ciudadano.

Cuando un juez puede decidir sin depender 
de la voluntad del Ejecutivo, del Legislativo o 
de poderes particulares, se fortalece la posi-
bilidad de que una persona pueda acudir al 
Derecho incluso para cuestionar una actua-
ción del propio Estado.

La relación entre justicia y poder resulta 
particularmente pertinente para el Derecho 

contemporáneo. Carvajal-Martínez y Guz-
mán-Rincón (2025), al estudiar las relaciones 
entre las cortes y los gobiernos en Colombia 
y Argentina en Saber, Ciencia y Libertad, 
muestran precisamente la relevancia que po-
see el trabajo jurídico-constitucional de los 
tribunales frente al ejercicio del poder guber-
namental. 

Esta discusión representa, naturalmente con 
las diferencias que suponen más de tres siglos 
de evolución institucional, una prolongación 
de la preocupación planteada por Locke: 
quien ejerce el poder debe estar sometido al 
Derecho y debe existir una instancia capaz 
de controlar que efectivamente así sea.

Por ello, los controles no deberían entender-
se como una confrontación entre institucio-
nes. Forman parte del diseño democrático.

Una sociedad en la que ninguna autoridad 
pudiera cuestionar las decisiones del gober-
nante podría ser eficiente en términos de ra-
pidez, pero difícilmente podría considerarse 
plenamente democrática.

Cuando el gobierno incumple su finalidad

Locke introduce otra idea especialmente 
provocadora: si el poder político existe para 
proteger determinados derechos, ¿qué ocurre 
cuando utiliza ese mismo poder para desco-
nocerlos?
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Para el filósofo inglés, el gobernante que ac-
túa sistemáticamente contra las finalidades 
para las cuales recibió autoridad rompe el 
vínculo de confianza establecido con la co-
munidad política (Locke, 2005).

Esta idea debe analizarse con prudencia des-
de las instituciones contemporáneas. Las de-
mocracias actuales disponen de mecanismos 
constitucionales, políticos y judiciales para 
resolver conflictos que en otros periodos his-
tóricos podían conducir a rupturas violentas.

Sin embargo, detrás de la formulación loc-
keana permanece un principio de gran rele-
vancia: la obediencia política no puede trans-
formarse en obediencia incondicional.

En un Estado constitucional, la autoridad 
está sometida al orden jurídico de la misma 
manera en que espera que los ciudadanos lo 
respeten.

El gobernante no se encuentra por encima 
de la Constitución. Los funcionarios no pue-
den ampliar sus competencias por voluntad 
propia. Y las instituciones públicas no deben 
utilizar los instrumentos destinados a proteger 
a los ciudadanos para vulnerar sus derechos.

La existencia de mecanismos de control judi-
cial permite precisamente canalizar institucio-
nalmente estas tensiones. Acciones constitu-
cionales, controles de legalidad, mecanismos 
de protección de derechos y procedimientos 
judiciales hacen posible que el conflicto en-

tre ciudadano y poder se resuelva mediante el 
Derecho y no mediante la fuerza.

El acceso a un juez independiente, el dere-
cho de defensa, la contradicción, la motiva-
ción de las decisiones y el debido proceso re-
presentan materializaciones contemporáneas 
de una preocupación mucho más antigua: 
impedir que una persona quede sometida ex-
clusivamente a la voluntad de otra.

Locke leído desde Colombia

Leer a Locke desde Colombia permite llevar 
esta discusión más allá de la filosofía política.
La Constitución Política colombiana estable-
ce que la soberanía reside exclusivamente en 
el pueblo y que el poder público se encuen-
tra organizado mediante distintas ramas y ór-
ganos con funciones separadas pero llamadas 
a colaborar armónicamente.

También reconoce la supremacía constitucio-
nal y un amplio catálogo de derechos funda-
mentales cuyo cumplimiento puede ser exigi-
do frente a las autoridades.

La existencia formal de una Constitución no 
elimina automáticamente las tensiones en-
tre poder y libertad. Tampoco garantiza por 
sí sola independencia institucional, acceso 
efectivo a la justicia o respeto material por 
los derechos.

El verdadero desafío de un Estado constitucio-
nal no consiste únicamente en redactar límites 
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al poder, sino en conseguir que estos funcio-
nen cuando realmente resultan necesarios.

Precisamente por ello, la discusión sobre 
constitucionalismo mantiene plena vigencia. 
Campos-da-Silva y Leiva-Ramírez (2025) re-
cuerdan que las propias instituciones demo-
cráticas pueden enfrentar procesos de debi-
litamiento y que la separación de poderes 
continúa siendo uno de los elementos esen-
ciales para la defensa del Estado democrático 
de derecho. 

Desde esta perspectiva, Locke nos obliga a for-
mular preguntas incómodas pero necesarias.

¿Son suficientemente independientes las ins-
tituciones encargadas de controlar el poder?

¿Aceptamos los controles únicamente cuan-
do sus decisiones coinciden con nuestras 
preferencias?

¿Defendemos la separación de poderes de 
manera permanente o solamente cuando be-
neficia a determinada posición política?

¿Entendemos los derechos fundamentales 
como límites reales al poder o simplemente 
como declaraciones contenidas en la Cons-
titución?

Estas preguntas son más relevantes que repetir 
de memoria una definición de contrato social.

Allí está, precisamente, el valor de estudiar a 
los clásicos: no para reproducir mecánicamen-
te sus respuestas, sino para utilizar sus pregun-
tas como instrumentos que permitan examinar 
críticamente nuestros propios problemas.

De súbditos a ciudadanos

Existe otro aspecto del pensamiento de Locke 
que merece ser resaltado: la transformación 
de la relación entre ciudadano y Estado.

Cuando el poder se justifica exclusivamente 
por la voluntad del gobernante, la persona 
ocupa una posición esencialmente pasiva. 
Debe obedecer porque quien gobierna posee 
autoridad.

Cuando la legitimidad se fundamenta en el 
consentimiento, esa relación cambia. El ciu-
dadano deja de ser simplemente destinatario 
de las decisiones públicas y pasa a formar 
parte de la fuente misma de legitimidad po-
lítica. Este cambio conceptual constituye uno 
de los antecedentes fundamentales de la de-
mocracia moderna. Sin embargo, tampoco 
debería considerarse un proceso terminado.

La ciudadanía no puede limitarse a parti-
cipar periódicamente en elecciones. Una 
democracia requiere ciudadanos capaces 
de examinar críticamente las decisiones pú-
blicas, exigir rendición de cuentas, defender 
las instituciones incluso cuando estas adop-
tan decisiones impopulares y comprender 
que el control al poder beneficia a todos, 
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independientemente de quién ocupe tem-
poralmente el gobierno.

Como plantea Mercado García (2010), mien-
tras la democracia enfatiza la participación 
ciudadana en lo público, el constituciona-
lismo incorpora controles al ejercicio de ese 
poder. Ambos elementos no deberían conce-
birse necesariamente como incompatibles. 
Una democracia sin participación corre el 
riesgo de perder legitimidad.

Pero una democracia sin límites puede con-
vertirse en el gobierno de una mayoría capaz 
de desconocer derechos. El equilibrio se en-
cuentra en reconocer que el pueblo es fuente 
de poder, pero la Constitución establece las 
condiciones bajo las cuales ese poder puede 
ejercerse legítimamente.

Una advertencia que sigue vigente

Tal vez el mayor aporte de John Locke no 
consista en habernos explicado cómo debía 
organizarse el gobierno inglés del siglo XVII. 
Su legado más significativo puede encontrar-
se en una advertencia que continúa interpe-
lando a las democracias del siglo XXI: el po-
der necesita límites porque incluso un poder 
legítimamente adquirido puede convertirse 
en arbitrario cuando deja de reconocerlos.

Hoy no discutimos seriamente si un rey re-
cibió su autoridad directamente de Dios. Sin 
embargo, seguimos discutiendo sobre concen-
tración del poder, independencia de los jue-

ces, respeto por la Constitución, protección de 
derechos, participación ciudadana y alcance 
de las decisiones de quienes gobiernan.

Por eso, leer a Locke hoy no debería reducir-
se a identificar conceptos como estado de na-
turaleza, contrato social, derechos naturales 
o separación de poderes. Lo verdaderamente 
importante es preguntarnos qué significan 
esos conceptos en sociedades que se procla-
man democráticas y constitucionales.

La democracia no puede depender exclusi-
vamente de la buena voluntad de quienes 
ejercen temporalmente el poder. Requiere 
instituciones sólidas, ciudadanos activos y 
mecanismos eficaces capaces de impedir que 
las autoridades excedan las competencias 
que les han sido confiadas.

Desde esta perspectiva, la libertad no consis-
te solamente en elegir a quienes gobiernan.
La verdadera garantía de la libertad también 
reside en disponer de instituciones capaces 
de impedir que quienes gobiernan puedan 
hacerlo sin límites.
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